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INFORME No. 121/12
PETICIÓN 764-03
INADMISIBILIDAD

ROLANDO ERNESTO GÓMEZ GARCÍA Y BERNARDA LILIANA GÓMEZ GARCÍA
HONDURAS
13 de noviembre de 2012
I. RESUMEN

1. El 19 de setiembre de 2003 la Comisión  Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la señora Bernarda Liliana Gómez García y el señor Rolando Ernesto Gómez García (en adelante los “peticionarios” o “presuntas víctimas), contra el Estado de Honduras (en adelante el “Estado”, el ‘’Estado hondureño’’). En la petición se alega la responsabilidad internacional del Estado por presuntas violaciones al derecho a la propiedad privada, al debido proceso legal y a las garantías judiciales de los peticionarios.
2. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible, porque no se agotaron los recursos existentes en la legislación hondureña. Además afirma que se trataría de un pleito entre particulares y que el hecho que no se haya beneficiado a los peticionarios en el ámbito interno no supone una violación a la Convención Americana de Derechos Humanos. 
3. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 19 de setiembre de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 764/03. El 17 de octubre de 2006, la Comisión solicitó información adicional a los peticionarios. El 16 de noviembre de 2006, los peticionarios enviaron un escrito de ampliación de la petición. El 4 de enero de 2007, la Comisión transmitió las partes pertinentes al Estado, otorgándole dos meses para que presentara su respuesta, conforme al artículo 30.3 de su Reglamento. El 23 de abril de 2007 el Estado presentó su respuesta. 
5. Los peticionarios presentaron información adicional el 2 de julio de 2007, 29 de agosto de 2007, 2 de enero de 2008, 17 de junio de 2008, 24 de diciembre de 2008, 14 de julio de 2010, 16 de setiembre de 2010 y 24 de noviembre de 2010.  Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.
6. El Estado presentó información adicional el 23 de abril de 2007, 2 de noviembre de 2007, 8 de setiembre de 2008, 15 de setiembre de 2008, 8 de noviembre de 2008 y 3 de agosto de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
A. Posición de los peticionarios
7. Los peticionarios indican haber sido declarados herederos ab intestato de su padre Fausto Gómez Turcios, respecto de la propiedad denominada “Chile o Cerro Grande”. Según alegan, un tercero, José Hasbun Touche, habría interpuesto el 6 de enero de 1997 una demanda de nulidad de derechos hereditarios (Proceso Civil 1419), en su contra radicada en el Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de la Sección Judicial de Tegucigalpa, Municipio Distrito Central, departamento de Francisco Morazán (en adelante “Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de Tegucigalpa”).
8. Indican los peticionarios que sus primos, los hermanos Fernando, Raúl, Petrona, Margarita y María Victoria Gómez Zelaya también habían sido demandados el 3 de diciembre de 1990 en otro proceso (Proceso Civil 2714), por el mismo tercero (José Hasbun Touche), respecto de la misma propiedad, radicado en el Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de Tegucigalpa, con el fin también de declarar la nulidad absoluta de sus derechos hereditarios.
9. Informan que, en el proceso seguido contra ellos, fueron emplazados y citados legalmente. Sin embargo, alegan que el 9 de abril de 1997, su abogado habría contestado por error al Juez Primero en lo Civil. Sostienen que por ello, el Juzgado habría resuelto sin lugar la admisión del escrito, decisión que fue objeto de reposición y apelación. Alegan que se habrían configurado una serie de ‘‘actuaciones sospechosas’’. Señalan que el 9 de enero de 1998 fue declarada la rebeldía de Rolando y Bernarda Gómez por el Juez del Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de Tegucigalpa, ordenándose que sean notificados (tanto de providencias, autos y sentencias) a través de Tabla de Avisos del Despacho. Alegan los peticionarios que esto habría vulnerado sus derechos a ser notificados, oídos y, por ende, al debido proceso.

10. Señalan que a solicitud del demandante, José Hasbun Touche, el 13 de enero de 1999 ambos procesos (1419 y 2714) fueron acumulados ante el Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de Tegucigalpa. Sostienen que en la misma fecha, 13 de enero de 1999, Rolando y Bernarda Gómez solicitaron la separación de juicios, a lo que el tribunal habría accedido.

11. Señalan que, en el proceso 1419, el 30 de abril de 1999 Hasbun Touche habría presentado un escrito de presentación de pruebas siendo admitido por el Tribunal el 9 de junio de 1999. Según los peticionarios, se habría transgredido el artículo 262 del Código de Procedimientos, porque habría sido admitido cuando había terminado el periodo probatorio. Por ello, sostienen que el 29 de julio de 1999 su apoderada habría solicitado la caducidad del primer período probatorio. Informan que el juez accedió. Alegan que el 12 de octubre de 1999 la parte demandante habría solicitado se enmiende o reponga el auto de 9 de junio de 1999 (que admitía las pruebas) a lo cual el juez accedió. El 1 de noviembre de 1999, los peticionarios habrían solicitado se declare la nulidad absoluta de las actuaciones debido a las irregularidades presentadas.
12. Informan que el 25 de enero de 2000 el Juzgado declaró ha lugar la nulidad de derechos hereditarios y canceló los derechos de los peticionarios sobre la propiedad en litigio. Alegan que apelaron y el 10 de enero de 2001, la Corte de Apelaciones confirmó dicha sentencia. Indican que el 1 de noviembre de 2001 interpusieron un recurso de amparo, fundamentado en: a) Notificación procesal inválida de la sentencia definitiva. b) Imposibilidad legal de notificar un fallo definitivo, ya que existía una petición de amparo sobre el mismo ante la Corte Suprema. Señalan que el amparo del 1 de noviembre de 2001 fue resuelto en su contra el 17 de noviembre de 2003, confirmando la sentencia que declaraba ha lugar la nulidad de sus derechos hereditarios.
13. Por otro lado, alegan los peticionarios que los favorecería en sus derechos de propiedad un recurso extraordinario de casación (669-1) resuelto en el proceso 2714, seguido por el señor Hasbun Touche en contra de sus primos los hermanos Gómez Zelaya por nulidad de derechos hereditarios sobre el bien denominado ‘’El Chile o Cerro Grande’’. Indican que la casación declaró sin lugar la nulidad de derechos hereditarios impulsada por Hasbun Touche por prescripción perentoria de la acción. Argumentan que no se habría permitido ejecutar la mencionada casación para que se les restituya la propiedad.
14.   Indican que como consecuencia de este litigio habrían sido objeto de persecución por parte de la policía, demandas en juzgados de paz por delitos de estafa, usurpación, sedición. Asimismo, alegan, haber sufrido atentados personales ordenados por el señor Hasbun Touche.

B. Posición del Estado

15. El Estado considera que la petición es inadmisible porque los peticionarios no agotaron los recursos internos disponibles.  Asimismo, sostiene que no se han identificado las violaciones a derechos de la Convención Americana, ya que los peticionarios habrían alegado ‘’violación de derechos hereditarios’’, ‘’atentados criminales’’ y ‘’violación de los derechos constitucionales’’, más no alguna violación determinada en la Convención.
16. El Estado niega el argumento de los peticionarios sobre la supuesta existencia de ‘‘una enorme conspiración en su contra, orquestada por su contraparte en el juicio, el señor José Hasbun Touche’’ y alega que el mencionado señor Hasbun no controla al Poder Judicial ni a la Policía Nacional, ya que estos tienen independencia. 
17. Considera que la titularidad de los terrenos en disputa es materia de una controversia que debe resolverse en los órganos jurisdiccionales civiles competentes y a instancia de los interesados. Al respecto, argumenta que en caso consideren los peticionarios que tienen una sentencia favorable, deben ejecutarla de acuerdo a como establece la legislación hondureña. Estima que esta contienda es de índole privada entre la familia Gómez y el señor Hasbun. Considera que ha quedado evidenciado que los peticionarios han tenido la posibilidad de utilizar los recursos reconocidos por la legislación y hacer valer sus derechos conforme la ley hondureña permite. 

18. Respecto a la supuesta persecución que sufrirían las presuntas víctimas, sostiene que las acusaciones criminales de las que han sido objeto los peticionarios han sido interpuestas siguiendo los procedimientos establecidos legalmente por personas particulares y como consecuencia de supuestas actividades criminales que debieron ser comprobadas en su momento. Alega que los procesos penales fueron sobreseídos a favor de las presuntas víctimas por inactividad. Por tanto niega el Estado la existencia de la supuesta persecución en contra de los peticionarios. 

III.
ANÁLISIS SOBRE LA ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione  loci, ratione temporis y ratione materia
19. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana.  En la petición se nombra como supuestas víctimas a unas personas con respecto a las cuales el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Honduras es un Estado parte de la Convención desde el 8 de septiembre de 1977, fecha en que se depositó el instrumento de ratificación respectivo. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.

20. La Comisión tiene competencia ratione materiae debido a que la petición se refiere a denuncias de violación de los derechos humanos protegidos por la Convención Americana. Asimismo, tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Igualmente la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho instrumento.
B.
Requisitos de Admisibilidad
1.
Agotamiento de los Recursos Internos

21. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.
22. En el presente caso, los peticionarios alegan violaciones a la Convención Americana respecto a presuntas irregularidades en un proceso civil de nulidad de derechos hereditarios seguido en su contra ante el Juez Segundo de Letras de lo Civil de la Sección Judicial de Tegucigalpa. Asimismo, señalan que no se habría cumplido con la ejecución del recurso extraordinario de casación que supuestamente los favorecería.

23. Según lo alegado por las partes, la Comisión observa que el señor Hasbun Touche impulsó un proceso de nulidad de derechos hereditarios radicado en el Juzgado Segundo de Letras de lo Civil de Tegucigalpa el 6 de enero de 1997 en contra de los peticionarios. El 9 de abril de 1997, el abogado de los peticionarios contestó por error al Juez Primero en lo Civil, quien declaró sin lugar la admisión del escrito. Señalan que esta decisión fue objeto de reposición y apelación. El 25 de enero de 2000 se dictó sentencia en contra de los peticionarios. La decisión fue apelada y confirmada el 10 de enero de 2001. Un recurso de amparo interpuesto por los peticionarios el 1 de noviembre de 2001 fue resuelto en su contra el 17 de noviembre de 2003.
24. Los peticionarios señalan que agotaron los recursos internos mediante resolución de amparo de fecha 17 de noviembre de 2003, que declaró a lugar la demanda de nulidad de derechos hereditarios interpuesta por el Señor Hasbun Touche. Por otro lado, el Estado alega que no se habrían agotado los recursos internos pertinentes, ya que los peticionarios podrían haber interpuesto un recurso de casación. 
25. En relación con el argumento del Estado sobre la falta de interposición del recurso extraordinario de casación, la CIDH tiene en cuenta que las presuntas víctimas presentaron un recurso de apelación así como un recurso de amparo. Al respecto, la Comisión ha establecido que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles. Tanto la Corte, como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que “(…) la regla que exige el previo agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios”
.  En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida
.

26. En el presente caso, los peticionarios interpusieron los recursos ordinarios disponibles, y no es evidente y el Estado no ha explicado porque habrá sido necesario invocar otro recurso. Respecto a las acciones penales abiertas contra las presuntas víctimas, las partes indican que fueron sobreseídas a su favor por inactividad.

27. Por lo anterior, la Comisión concluye que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención, con la resolución de amparo de fecha 17 de noviembre de 2003.
28. En relación con las alegaciones sobre presuntas irregularidades por parte de los tribunales de justicia y sobre alegadas persecuciones y amenazas de las que habrían sido objeto los peticionarios, la CIDH observa que estos no presentaron información sobre agotamiento de los recursos internos. 

29. Respecto de la casación 669-1, pronunciada dentro del proceso 2714, que según los peticionarios reconocería sus derechos de propiedad, la Comisión observa que los peticionarios no fueron parte de dicho proceso y por tanto no tiene implicancia jurídica al momento de determinar el agotamiento de los recursos.  
2.
Plazo de presentación
30. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.

31. Conforme a lo señalado en la sección anterior, los recursos de la jurisdicción interna fueron agotados mediante la resolución de amparo de fecha 17 de diciembre de 2003, con posterioridad a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH. En ese sentido, el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención está intrínsecamente ligado al agotamiento de los recursos internos, encontrándose, por lo tanto, satisfecho.
3.
 Duplicación de procedimiento internacional

32. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención. 
4.
Caracterización de los hechos. 

33. A los fines de la admisibilidad, la CIDH debe decidir si los alegatos exponen hechos que podrían caracterizar una violación a la Convención Americana, según estipula su artículo 47.b, y si la petición es “manifiestamente infundada” o sea “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo. 

34. En el presente caso, los peticionarios alegan que habrían existido una serie de irregularidades durante el proceso de nulidad de derechos hereditarios impulsado por un tercero en su contra. Manifiestan que fueron privados de sus derechos de propiedad respecto del fundo denominado el ‘’El Chile o Cerro Grande’’ debido a una supuesta falta de independencia e imparcialidad por parte de los jueces y las autoridades en todas las etapas judiciales. Sobre el particular, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir que las actuaciones judiciales, acciones u omisiones estatales tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana. Conforme a la información presentada, la Comisión Interamericana observa que la presunta víctima tuvo acceso a los tribunales internos que, sin embargo, fallaron en sentido contrario a sus intereses. 
35. Sobre tales planteamientos, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar a las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.

36. De este modo, la Comisión carece de competencia para sustituir su juicio por el de los tribunales nacionales sobre cuestiones que involucren la interpretación y explicación del derecho interno o la valoración de los hechos.  Por tanto, la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero nunca la garantía de un resultado favorable
. Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH
.
37. En relación con las afirmaciones de los peticionarios respecto a que habrían sido objeto de persecución por la policía; demandados ante los tribunales juzgados por diferentes delitos y; objeto de atentados por parte de un particular, la Comisión observa que la información aportada sobre estas alegaciones es insuficiente y no le permite contar con elementos de juicio para analizar posibles hechos que tiendan a caracterizar violaciones a la Convención Americana.
38. Con fundamento en las consideraciones anteriores, la CIDH concluye que las alegaciones y elementos de hecho aportados por los peticionarios no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b de dicho instrumento.

IV.
CONCLUSIÓN

39. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b)  de la Convención Americana, y en consecuencia, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 47.b) de la Convención.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A No.G 101/81, párrafo 26.


� CIDH Informe Nº 57/03, petición 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz (Chile) 10 de octubre de 2003, párrafo 40.


� CIDH, Informe No. 39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre 9 de marzo de 2005.


� CIDH, Informe Nº 45/04, Petición 369-01, Inadmisibilidad, Luis Guillermo Bedoya de Vivanco, Perú, 13 de octubre de 2004, párr. 41; Informe Nº 16/03, Petición 346-01, Inadmisibilidad, Edison Rodrigo Toledo Echeverría, Ecuador, 20 de febrero de 2003, párr. 38; Informe Nº 122/01, Petición 15-00, Inadmisibilidad, Wilma Rosa Posadas, Argentina, 10 de octubre de 2001, párr. 10 e Informe Nº 39/96, Caso 11.673, Inadmisibilidad, Santiago Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, párr. 71.


� CIDH Informe No. 39/96, Caso 11.773, S. Marzioni, Argentina, 15 de octubre de 1996, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Carlos Alberto Marín Ramírez (Colombia), 29 de septiembre de 1998, párr. 42.


� CIDH, Informe No. 39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre 9 de marzo de 2005.
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